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(Sin corregir) 


Señores Representantes Carmelo Vidalín, Presidente, y Raúl Olivera, Presidente (ad hoc). 


Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Daniel González, Pablo Iturralde Viñas y Luis 
Puig. 


Señor Representante Oscar Groba. 
Señor Representante Dionisio Vivian. 


Por el Sindicato Único de Trabajadores del Tambo y Afines (SUTTA) y de la Unión 
Nacional de Trabajadores Rurales Asalariados (UNATRA), señora María Celia Flores, 
Presidente; señora Sandra Perdomo y señores Dionisio Arsuaga, Fernando Silvera y 
Eustaquio Siré. 


Por el Ministerio del Interior: señor Eduardo Bonomi, Ministro; doctor Charles Carrera, 
Director General de Secretaría, y doctores Carlos Martínez y Eduardo Florio, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación del Sindicato Único de 
Trabajadores del Tambo y Afines SUTTA y de la Unión Nacional de Trabajadores Rurales Asalariados 
UNATRA, integrada por las señoras María Celia Flores y Sandra Perdomo y por los señores Dionisio 
Arsuaga, Fernando Silvera y Eustaquio Siré. 


SEÑORA FLORES.- Soy Presidenta del Sindicato Único de Trabajadores del Tambo y Afines SUTTA y, a su 
vez, integro la Directiva Nacional de la Unión Nacional de Trabajadores Rurales Asalariados UNATRA, 
junto con el señor Jorge Rodas, de la Unión de Trabajadores Azucareros de Artigas UTAA y del Sindicato de 
Flores. Estoy acompañada por mi compañera Sandra Perdomo, por el señor Dionisio Arsuaga, delegado de 


Sarandí Grande, por el señor Fernando Silvera, delegado de Lascano y por el señor Eustaquio Siré, delegado 
de Goñi, de la zona de Maciel y de parte de Durazno. 


Pedimos las disculpas por el atraso a toda la Comisión. Todos sabemos las distancias que hay en el campo; en 
mi caso, estoy a seis kilómetros de la ruta y en el caso del delegado de Lascano, salió de madrugada para 
poder llegar hasta aquí. Teníamos buena voluntad de concurrir en hora, pero no pudimos. Pedimos las 
disculpas del caso a cada uno de los integrantes. 


Redondeando nuestra situación, venimos a plantear nuestra realidad. Si bien hemos obtenido muy buenos 
logros en los Consejos de Salarios, como la licencia sindical es lo primero a lo que hemos tenido acceso 
después de todos estos años, tener la normativa en un papel, pero que no se aplique, resulta bastante 
complejo. 


La Ley N* 18.441 establece que la jornada laboral está limitada a ocho horas. Si bien la norma está en un 
papel, realmente no se cumple. Los dirigentes nacionales hemos recorrido toda la zona vamos a Paysandú, a 
Durazno, a Florida, a Rocha y advertimos que realmente no se está cumpliendo. Hay solo seis tambos en toda 
la República Oriental del Uruguay que tienen planilla, lo que se ha logrado, lamentablemente, luego de una 
gran lucha de los compañeros, de involucrarse con la problemática y de muchas discusiones. Nosotros 
escuchamos la postura de las distintas asociaciones de productores de leche y de la Asociación Rural del 
Uruguay, la entendemos, pero no la compartimos. ¿Por qué? Porque conocemos la situación. Nadie mejor 
que quien está en el tambo o en la estancia para saber cuántos litros de leche se generan por día, cuántas 
horas se trabajan por día, cuánto se pierde y cuánto se gana, porque estamos involucrados diariamente en este 
tema. Si bien hemos pedido inspecciones y se van cumpliendo, estas se dilatan porque hay pocos inspectores 
y vehículos, y lo entendemos. También comprendemos que hay buena voluntad, pero nos falta llegar a todos 
y decirles cómo estamos, mostrarles cómo es la realidad del trabajador rural. Una vez un Senador me dijo: 
"Yo vivo en el asfalto". Yo lo invito a ir al campo para ver cómo vivimos nosotros. 


En cuanto a la salud laboral, el Decreto N* 321 establece, por ejemplo, que se debe proporcionar la 
indumentaria de trabajo. ¿Cuál ha sido el actuar de las empresas? Nos han descontado el equipo de lluvia y 
las botas, mientras existe un convenio que establece que eso no se puede descontar; es un derecho adquirido 
por el trabajador. Entonces, resulta que hemos obtenido muchos logros, pero, en realidad, no tenemos nada. 


En este momento, estamos viniendo casi todas las semanas a la DINATRA por la empresa GRUMEN S.A., 
por un problema de salud laboral, porque los trabajadores están haciendo un reclamo con nueve puntos y 
ninguno de ellos es salarial; digo esto porque muchas veces se nos acusa de que los trabajadores lo único que 
queremos es plata. Lo único que están reclamando los trabajadores es el mejoramiento de la maquinaria, la 
eliminación de las ratas en los galpones y otros aspectos, pero ninguno está relacionado con el salario. 


Apelamos a que se sepa nuestra realidad y a que ustedes se involucren en el problema rural; algunos la 
conocerán algunos más y otros menos, pero pretendemos que realmente sepan cómo vivimos. El delegado de 
Lascano puede hacer muchos planteos, como el de un accidente que se produjo con un trabajador; muchas 
veces se producen accidentes porque la maquinaria está en mal estado y se sigue usando. Queremos que nos 
apoyen y nos indiquen los mecanismos a seguir. 


Estamos viniendo a la DINATRA todas las semanas. Es irrisorio venir a Montevideo todas las semanas. ¿Por 
qué? Porque perdemos de trabajar por venir a Montevideo; perdemos parte de nuestro salario por venir a 
Montevideo. La licencia sindical indica que cada trabajador cuenta con media hora, pero las empresas dicen 
que eso nunca existió en campaña y que no dan esa media hora o, si la dan, la descuentan. No; es paga. Hay 
un compañero que pidió horas sindicales y caducan a los tres meses. Para nosotros es muy difícil lo que se 
vive en la campaña. Apostamos a lo que se pueda hacer desde aquí. 


Tenemos un artículo, que proviene del año 1978, por el cual el trabajador rural es el único desalojado por la 
Policía; el trabajador es informado de que está desalojado por el destacamento competente. En ese momento 
es que uno se entera. Inclusive, a mí misma me pasó que me enteré por el Comisario del pueblo de que estaba 
despedida. Este artículo debe ser derogado; está desde el año 1978. Nuestros compañeros están esperando 
que se derogue ese artículo; ya sean quinientos o setecientos, todos lo están esperando. Esto fue planteado en 
el Senado y, ahora, en la Cámara de Representantes. ¿Hasta cuándo vamos a tener a familias enteras 
desalojadas por la Policía, diciendo el Comisario del pueblo que los saca porque se ha cumplido el mes? 


Inclusive, muchas veces en un mes no se ha pagado la liquidación, y es la Policía la que carga las cosas de 
uno y lo saca. ¿Cómo hace uno después para hacer todos los reclamos? 


Esperamos de ustedes que nos indiquen cómo seguimos con esto y que podamos decir al trabajador que nos 
presentamos en la Cámara de Representantes y que los Diputados nos plantearon que elevarían este asunto y 
que estudiarían el artículo para ver si se deroga. Mientras nosotros estamos charlando aquí, con agua Salus, 
hay un matrimonio que está siendo desalojado en Colonia; ya lo han notificado y tiene treinta días. A veces, 
todo esto genera impotencia, pero uno está acá porque hay gente detrás pidiendo esto. Entonces, tenemos una 
enorme responsabilidad por la gente que tenemos detrás, porque se espera del cargo que uno tiene, que uno 
acepta y después supera, por toda esta problemática. Recibimos llamados con demandas de Paysandú, de 
Salto, de Durazno. En Blanquillo murió un trabajador rural hace dos años en un alambrado y su esposa, 
María Porciúncula, quedó con una pensión. Hacemos mucho, pero nos sentimos impotentes por lo que nos 
falta. Es como un rompecabezas: tenemos muchas piezas, pero no sabemos cómo encastrarlas ni a quién 
podemos acudir para hacerlo. 


SEÑOR ARSUAGA.- Como decía la señora Flores, hay muchas leyes, pero en definitiva, debemos ver cómo 
logramos que nos amparen. Parece que ningún patrón conoce las leyes, pero, de hecho, las deben conocer; 
tienen sus gremiales. En nuestro lugar físico de trabajo debería estar a la vista del patrón y de cada 
compañero lo que nos corresponde y el Estado debería crear instrumentos para ver si eso se está cumpliendo. 
Sí hay muchas leyes que se aprobaron a nuestro favor, pero no se han cumplido hasta ahora y no se van a 
cumplir si esto sigue así. 


Todos tenemos necesidad de trabajar. No estamos de acuerdo con muchas cosas, pero debemos ir todos los 
días a trabajar y, lamentablemente, después debemos conformarnos con lo que cobramos. A nosotros nos 
estaban pagando un sueldo sin que existiera jamás el aporte para alimentación y vivienda. Se aprobó esa 
partida, pero cuando vamos a cobrar el sueldo advertimos que no nos lo pagan por encima del sueldo, sino 
que lo incluyen en él; nos dicen que la alimentación y la vivienda ya estaban incluidos en el sueldo. O sea 
que ni siquiera por eso tenemos un aumento, lamentablemente. Si eso se logra, no lo vamos a notar; si 
cobramos $ 9.000, lo incluyen en el sueldo. Nosotros vemos que hay un ítem que se llama "alimentación y 
vivienda", pero no lo pagan por encima del sueldo que cobrábamos. Entonces, no nos sirve de nada. Creo que 
eso se debería solucionar. 


Solo hemos puesto un punto arriba de la mesa, pero hay muchos más. 


Como decía la señora Flores, nos deben dar los equipos de lluvia. Sabemos que las gremiales de productores 
de leche deben entregar la vestimenta a cada productor, pero si nos dan un par de botas o un equipo de lluvia, 
cuando vamos a fin de mes a cobrar advertimos que está descontado. Entonces, ¿para qué se implementa que 
el patrón nos debe dar cierta parte de la vestimenta si después nos la va a descontar? 


Me parece que además de lo que mencionó la señora Flores que hay que mejorar, hace falta presencia para 
controlar si se está dando lo estipulado al trabajador, preguntándole al propio trabajador si le dieron lo que 
correspondía. Deberían estar claras las obligaciones de cada trabajador, pero también sus derechos; de lo 
contrario, no saldremos adelante, sino que seguiremos siempre igual, y ya es como una esclavitud. 


SEÑOR SIRÉ.- Como decía el compañero Arsuaga, eso es lo que se vive a diario en los tambos de la zona, 
que son tambos chicos ni siquiera alcanzan a mediano y tienen un empleado o dos; ese empleado no tiene 
respaldo ninguno. Fue muy lindo por parte de los legisladores que crearan las leyes aquí, pero luego el 
trabajador las debe defender allá y, cuando lo hace, es un sindicalista, un gremialista, un rebelde. Eso sucede 
porque está solo y no tiene apoyo de nadie; ni siquiera encuentra apoyo en un papel. Por lo menos, en los 
trabajos de las empresas hay una planilla que debe estar colgada a la vista de todos, inclusive de los 
inspectores, pero en los tambos no existe eso, no se les exige; ni siquiera el peón puede decir al patrón: "Acá 
dice tal cosa". Como no está, no existe y, aparentemente, es el reclamo de un peón, nada más. Está solo el 
peón, entonces, ¿en qué puede basarse para hacer un paro, si no tiene compañeros de trabajo? Cuando el peón 
hace un reclamo y acude a nosotros y nos presentamos, se generan mil problemas, porque se lo cataloga 
como rebelde. 


El problema es que los patrones de los tambos hace muchos años que no tienen leyes en su contra. El peón de 
campo siempre trabajó todas las horas que pudo; ahora, cuando se trata de aplicar la jornada laboral de ocho 
horas, para ellos eso no existe, porque no están acostumbrados. La mayoría de los tambos provienen de los 


abuelos, que fueron heredados por los padres y, ahora, por los hijos que deben tener cincuenta años en la 
actualidad, y nunca tuvieron ningún reglamento para cumplir con respecto a los empleados. Entonces, hoy se 
les hace difícil. Ese es el peor problema que tenemos. 


SEÑORA FLORES.- Tenemos un Acta que queremos entregar a la Comisión en la que algunos compañeros 
reclamaban nueve puntos: "1) Funcionamiento de cinta elevadora y montacargas.- 2) Mantenimiento general 
de maquinaria.-" ellos no lo sabían hacer y se produjeron dos accidentes en la empresa "3) Fumigación del 
local por empresa certificada y no realizada por los propios trabajadores.-" el trabajador que manejaba el 
montacargas era multifuncional, porque fumigaba y mataba las ratas, y hubo dos casos de leptospirosis en esa 
empresa "4) Juegos de artículos como máscaras, zapatos (...).- 5) Ropa de trabajo (...).- 6) Botiquín en 
condiciones según reglamentación existente.-" si se cortaban, tomaban un pedazo de su camisa para ponerse 
en el dedo y seguían trabajando; está certificado "7) Baños que contengan vidrios y vestidores.-" tenían baños 
sin vidrios "8) Casilleros (...).- 9) Categorización de los trabajadores". 


Nosotros reclamábamos nueve puntos cuando pedimos la Inspección, pero cuando fue, esta detectó treinta y 
cinco puntos, estableciendo que si en quince días la empresa no estaba regularizada, debía ser clausurada. 
¿Somos nosotros los malos de la película, habiendo tenido dos accidentes con trabajadores y gente con 
leptospirosis en esta empresa? Nos preguntaron si habíamos hablado con la empresa; lo hicimos novecientas 
noventa y nueve veces y ya no nos queda saliva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Puede dar el nombre de la empresa? 


SEÑORA FLORES.- La empresa se llama GRUMEN S.A.; está en Mendoza y es la empresa más grande en 
la que se prepara ración para animales. 


Les puedo mostrar una planilla oficial en la que se controla el horario de entrada y de salida de los 
trabajadores, que fue todo un logro; es esta; supuestamente, la debía hacer el capataz, pero en realidad la debe 
hacer el trabajador. 


Nosotros venimos todas las semanas a Montevideo y cuando contamos estas cosas no lo pueden creer. 
Inclusive, en la Inspección se preguntan cómo trabajan de esa forma. Entramos al establecimiento y las ratas 
andaban por ahí. Nos dicen que informemos, pero nosotros venimos una y otra vez e informamos lo que está 
pasando. Se nos acusa por parte de la Asociación de Productores de Leche de que queremos plata, pero en los 
nueve puntos que hemos planteado no se habla de plata, sino del sistema de trabajo. Y se habló de citar a la 
DINATRA cuando se agotaron las palabras. Para nosotros es muy difícil ir, venir, llevar y traer información. 
Necesitamos llegar a los mecanismos que incorporen esto. 


En cuanto al decreto, les pido como decimos en campaña que "se pongan las pilas" porque sentimos una gran 
impotencia ante el hecho de que hay gente a la que se le cargan sus cosas en la camioneta de la Policía, es 
desalojada y es dejada en la ruta o en el lugar más cercano. Muchas veces el patrón no sabe que hay una ley 
que establece que si desaloja a una persona, debe trasladarla hasta su domicilio y pagar el flete. Esto en 
campaña no existe, lo que existe es: "Si no te gusta, sabes lo que tenés que hacer. Te vas vos y tengo quince 
atrás". Y si uno pregunta si eso es un despido, el patrón ya saca la cuenta y dice: "Este ya sabe algo". 


Nosotros estamos acá para decirles qué es lo que pasa. Puedo asegurar que tenemos voluntad de diálogo. 
Estuvimos desde enero hasta abril esperando, para que el aumento recién se nos diera a fines de mayo. Es 
tener voluntad de diálogo el hecho de venir a Montevideo, aunque sea a dedo, para concurrir a los Consejos 
de Salarios. A mí me significa tiempo y dejar a los dos gurises tirados el hecho de venir a los Consejos de 
Salarios. Realmente no es fácil andar arriba de un camión para venir a pelear por los aumentos de los 
afiliados o no afiliados, porque a mí importa que sea para todos. 


Reitero que existe voluntad de diálogo. Si se forma la mesa tripartita, o lo que sea, estamos dispuestos, pero 
siempre y cuando se obtenga algún logro. Es muy fea la impotencia que sentimos cuando debemos decirle a 
la gente que nos está esperando qué es lo que sucedió. Allá en campaña, cuando les decimos que venimos a 
una reunión con los Diputados, piensan que vamos al más allá. No queremos mentirle a la gente, sino decirle 
realmente lo que hicimos y lo que obtuvimos. 


SEÑOR SILVERA.- Soy de Lascano. 


En mis pagos estamos rodeados de gente extranjera con muchos tambos en la zona. Nosotros quisiéramos 
que de vez en cuando pasara algún vehículo que hiciera alguna inspección en esos lugares. Si bien hay cosas 
que se manejan muy bien en los documentos y en los papeles, sería lindo que estuvieran allí en el lugar donde 
se trabaja. ¡Tantas veces se dice que la mujer no debe trabajar en el campo y, frecuentemente, trabaja más que 
el hombre! Hay tamberas allí que están dejando la vida. Permanentemente les están negando ropa de abrigo; 
les traen un equipo de lluvia y a la media hora ya están sin él. También hay gente sin documentos, trabajando 
en forma medio ilegal, ni siquiera la ponen en un seguro porque dicen que primero la van a probar. Los 
patrones piden que la gente tenga algún título y exigen demasiado horario. Para la gente del campo no existe 
la hora; la gente de campo se mata trabajando. La gente de antes le daba para adelante, pero nosotros ahora 
renegamos porque vemos que trabajamos para ellos. A veces uno trata de trabajar más horas durante la 
semana para aliviar el domingo, pero el patrón nos dice: "Si no querés trabajar el domingo, levantá tus cosas 
y te vas". El peón de campo sale a recorrer aunque haya temporales y no pasa nada. Se han dado problemas 
cuando hay tormentas eléctricas porque el patrón ordena al capataz que envíe al peón a recorrer diciendo: "Le 
pagamos para que salga a trabajar, no para que esté en el galpón". 


Sería bueno que se hiciera algún tipo de inspección que apareciera de sorpresa y que quien la haga no sea 
conocido del patrón. Siempre el patrón ataja a la inspección antes de que vaya y arregla todo, con un café o 
un whisky de por medio. Esto ya ha sucedido. 


El peón de campo está mal amparado en todos los aspectos. 


Yo quisiera saber si existe la posibilidad de contar con una inspección como respaldo en los lugares de 
trabajo. Se exigen las ocho horas, pero no hay un reloj que permita que eso se controle. Si nosotros paramos 
de trabajar cuando cumplimos con las ocho horas, nos van a decir: "¿Terminaste las ocho horas? Levanta la 
maleta y retirate". 


Me gustaría que se hicieran inspecciones en los tambos, en las arroceras, en los distintos establecimientos. 
Hay cosas que están pasando; tal vez aquí las viven de una manera y nosotros de otra. 


SEÑOR PUIG.- En primer lugar deseo saludar a los compañeros de la delegación. Sinceramente, la tarea de 
organizar a los trabajadores rurales en el interior del país, teniendo en cuenta las condiciones en que 
históricamente han vivido y trabajado, tiene mucho que ver con la democracia real, ya que se trata de pelear 
por los derechos de los trabajadores en todos los puntos del país. 


Hace unos meses atrás veía por televisión a un directivo de la Asociación Rural que expresaba que en el 
campo son todos una gran familia, que todos trabajan por igual. Hacía referencia al esfuerzo que, durante este 
Período y en el anterior, se ha hecho para que se llegara a las ocho horas de trabajo reconocidas 
universalmente para los trabajadores rurales. En ese intento por desacreditar esa situación decía "somos una 
gran familia que trabajamos a la par". Por lo que expresan los compañeros, podemos ver que hay diferentes 
condiciones de vida para una y otra parte de la familia. 


Creo que hay varios aspectos a destacar. Se vienen haciendo esfuerzos por mejorar o cambiar las condiciones 
de trabajo y de vida de los trabajadores rurales. Ha habido un avance en las leyes, en los Consejos de Salario 
y en la voluntad de proteger los derechos de los trabajadores. Pero una cosa es el avance que se ha dado en la 
legislación y en la voluntad política creo que existe una voluntad política diferente y otra es cómo se viene 
avanzando. Se viene avanzando muy lentamente. Pero considero que hay algo en lo que no se ha avanzado, y 
es en la mentalidad de muchos empresarios rurales a los que les importan poco las condiciones en que 
trabajan sus empleados. Su objetivo es cómo seguir acumulando riquezas. Muchas veces se dice: "la riqueza 
del país a través de la exportación" y demás. Habría que ver cómo redunda esa riqueza para los trabajadores y 
para la sociedad. 


La delegación ha hecho planteamientos concretos, a los que no vamos a rehuir, vinculados con el 
cumplimiento de determinadas leyes. Sabemos que en algunos lugares del país lisa y llanamente se viola la 
normativa vigente, y además hay retraso en materia de legislación. Ustedes planteaban la existencia de un 
Decreto-ley de 1978 que establece la posibilidad de que el trabajador y su familia puedan ser desalojados por 
la Policía. En nuestro país esto se arrastra desde el fondo de la historia. Nos parece que en ese marco hay 
responsabilidades a nivel legislativo que hay que asumir y también en la forma en que trabajamos todos para 
hacer cumplir las leyes existentes y para que se cumplan las ocho horas de trabajo. Escuchaba el planteo que 


ustedes hacían en cuanto a tener un botiquín y vidrios en los baños y parece que estuviéramos unas cuantas 
décadas atrás. Pero esas son las condiciones a las que se enfrentan los trabajadores rurales. 


Creo que una cosa es el avance, imprescindible, necesario, que nosotros saludamos en materia de legislación, 
y otra cuando el trabajador está solo, frente al patrón que le dice: "Si trabajás ocho horas o no trabajás el 
domingo, levantá tus cosas y andate o te hago desalojar". 


Esta problemática exige muchas cosas, entre ellas, la exigencia del cumplimiento de las leyes y mejorar las 
inspecciones. Nos consta que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está trabajando en ese aspecto, pero 
habrá que darle una mano porque hay algunas cosas arraigadas en el país. Nosotros tenemos denuncias de 
diferentes departamentos que ya hemos trasladado al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Pero esa 
denuncia es conocida por el patrón antes que nadie. Sabemos que el Ministerio está haciendo inspecciones 
cruzadas; gente de Mercedes va a realizar inspecciones a Rocha o de Tacuarembó a Florida. 


De todos modos, creo que acá hay intereses económicos y un poderío económico muy importante de parte de 
los dueños de la tierra. Pienso que esto se debería encarar como una cuestión global por parte del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, del Poder Ejecutivo, del Parlamento y esta Comisión, que tiene un papel para 
asumir. Por su parte, ya ha hecho esfuerzos para intentar recorrer el interior país. Desde que empezó esta 
Legislatura se ha intentado que esta Comisión se traslade al interior del país y ya hay experiencia de ello en la 
anterior. Me parece que este es un aspecto esencial. La Comisión y cada uno de los legisladores tendremos 
que hacer esfuerzos para tratar de comprobar cuál es la situación en el lugar de los hechos. Por supuesto que 
habrá que ir a la empresa GRUMEN S.A en Mendoza, que ustedes han mencionado, pero también a los 
establecimientos rurales. Sé que vamos a tener dificultades, que vamos a encontrar mucha tranquera cerrada. 
La idea es asumir el compromiso juntos. No se trata de que les prometamos tranquilidad y la resolución de 
esta situación; debemos tener la voluntad de pelear contra quienes tienen y ejercen el poder de imponer 
condiciones. Debemos trabajar juntos: ustedes, el sindicato, la Unión Nacional de Trabajadores Rurales, el 
PTT-CNT y el Parlamento desde el punto de vista legislativo, pero también en el trabajo de campo, 
propiamente dicho. 


Varias veces con la dirigente María Flores hemos pensando en la posibilidad de trasladarnos al interior; se 
había planteado Florida, pero surgieron algunas dificultades. 


Si no se trabaja en forma conjunta, si no se fortalece la organización sindical, es poco lo que podremos hacer. 
Creo que hay un papel que deben cumplir los Poderes, pero es imprescindible que se dé una mano a algo que 
se reprime todos los días: la organización sindical. 


En nuestro país hay muchas empresas que consideran inútiles los gastos en salud y seguridad laboral. Se cree 
que la mayor cantidad de accidentes mortales se producen en la construcción, pero en realidad no es así, ya 
que ocurren en el agro, en el campo. Lo que sucede es que en la construcción hay un sindicato fuerte, que 
organiza, denuncia, presiona, tiene instancias de negociación, tiene llegada directa a los organismos de 
contralor y a las autoridades políticas del país. Pero las peores condiciones de trabajo están en el campo. A 
veces vemos algún suelto muy chiquito en el diario que dice: "Murió un trabajador alcanzado por un rayo". 
De esta manera se intenta mostrar que fue una fatalidad, cuando en realidad se lo obligó a salir a trabajar 
durante una tormenta eléctrica 


Yo expreso el compromiso de trabajar con ustedes, de ir a los diferentes lugares, de plantear al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para trabajar en conjunto y mejorar la situación. Tenemos que imponer y lo 
subrayo el cumplimiento de las leyes, ya que no están para que las cumplan unos y otros no. Las leyes se 
deben cumplir en todo el país. 


Desde ya sabemos que esta pelea no va a ser fácil y que ustedes ya la vienen dando desde hace tiempo. 


Simplemente quiero decirles que cuenten con la Comisión y conmigo en lo que podamos dar una mano. 
Comprometernos y decirles que esto se va a resolver, sería mentirles. 


SEÑOR OLIVERA.- Coincido con el señor Diputado Puig en cuanto a que es muy difícil plantearles una 
solución. 


Teniendo en cuenta el contexto histórico de esta situación, lo nuevo que tenemos es que hoy contamos con un 
marco legal, que les permite a ustedes hacer una serie de reclamos, y al Parlamento, desde el momento que 
votó la ley, asumir la responsabilidad para que sea cumplida. Yo no quiero despegarme de la situación en la 
que se van dando las situaciones. Debemos tener en cuenta que las leyes están pensadas desde una 
mentalidad urbana. 


Yo participé de una actividad realizada por la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social y pude 
constatar que el 70% u 80% de las inspecciones son urbanas, y el 50% está orientada a la construcción. 
Debemos tener claro el panorama y ver que, dentro de la situación planteada, el instrumento logístico que 
tienen es de carácter urbano. Hacer inspecciones rurales significa tener camionetas especiales para entrar en 
los campos; implica tener determinados perfiles. Además, no tenemos Inspectores de Trabajo que provengan 
de las zonas rurales; son todos de las zonas urbanas. No tenemos Directores de Trabajo que provengan del 
campo sino de las zonas urbanas con determinados perfiles pero no rural. Más allá de tener instructivos, el 
hecho de haber vivido en el campo da una experiencia que solo se adquiere por haber vivido en el campo. 
Puedo manejar esto con mucha propiedad porque me crié en el campo. Para entender esto hay que hacer un 
esfuerzo cultural. Sabemos que en el campo no se trabaja lo mismo en verano que en invierno. Las jornadas 
se determinan por las horas luz y cambiar esos criterios es extremadamente complejo. 


Me quiero parar en la realidad de donde partimos. Haber cuantificado en las partidas salariales la cuota 
alimentación y la cuota vivienda es un avance, porque cada uno le ponía el precio que se le daba la gana. 
Hoy, si bien se incorporan a los salarios que ya tenían, hemos avanzado. 


Cuando se genera un marco de criterios generales, hay beneficiados y congelados. Lo que establezco es un 
estándar de criterio único. Después viene toda la peripecia de cómo lo hago cumplir, cómo regularizo, cómo 
genero los ámbitos para las negociaciones colectivas en que están esas cuantificaciones de valores que no se 
pueden discutir en otros términos. 


El compromiso lo asumimos desde que empezamos a discutir este proceso, pero muchos de nosotros lo 
tenemos desde antes. El día que lo pudimos plasmar en una ley comenzamos a transitar el camino de la 
corrección. 


De la misma manera en que convocamos al Ministerio cuando se dan situaciones de estas características, no 
tengo duda de que sería conveniente convocar a la Asociación Nacional de Productores de Leche y a otros 
actores involucrados en este proceso. 


Aclaro que estoy en contra de la concentración de tierra y capital. Los grandes emprendimientos, que son los 
fáciles de controlar, dejan por el camino a una cantidad de productores y atentan contra la cantidad de puestos 
de trabajo, la distribución de la riqueza y la concentración de la tierra. Nos debatimos en un marco complejo 
porque las empresas más fáciles de controlar son las que concentran mucho. Se puede constatar que las 
empresas que tienen más regulación son las empresas grandes. Pero son las que benefician a un menor 
número de gente porque el número de trabajadores y la intensidad de trabajo aumentan la productividad y 
dejan mucha gente fuera de la cadena de valor y de producción. Esto hace más complejo al tema en cuanto a 
su regulación. 


Entramos en un proceso de reordenamiento a fin de dar instrumentos a los trabajadores de normativa legal. 
Después viene todo el otro andamiaje que es el aparato logístico. Convengamos que acá hay grandes 
reclamos con respecto a los costos del Estado. Por eso, cuando hablo de estas cosas, me refiero a una 
estrategia de país y a un modelo de producción y de protección que implica el aumento del costo del Estado 
en inversión de mejora de calidad de vida de la gente. Así que cuando se pone la calcomanía "Reduzcan el 
costo del Estado" en el vidrio de atrás de alguna camioneta, lo que se está queriendo decir es que se tenga 
menos regulación, menos instrumentos para llevar adelante la estrategia de país. 


Llegar a los establecimientos rurales, sobre todo a los pequeños, implica una gran inversión. Cuando se hace 
una inspección en un establecimiento grande, es muy probable que tenga algún detalle que se termine 
corrigiendo rápidamente. Pero quienes recorremos los pequeños tambos del interior, sabemos que las 
condiciones de trabajo son terribles. Se ordeña en galpones con piso de tierra, que estarían prohibidos en 
zonas urbanas. Si fuera la Inspección de Trabajo no daría treinta días de plazo sino que lo cerraría por la falta 
de condiciones adecuadas. 


Esto debemos incluirlo en el contexto económico general. Hace algún tiempo, quizás no daban los costos 
para determinadas inversiones. Eramos conscientes de que no había condiciones económicas para exigir 
absolutamente nada. 


También está la otra contradicción: se cumplen con los requisitos sanitarios exigidos por los compradores de 
leche. Entonces, mientras se cumpla con el circuito de sanidad, el resto poco importa. En eso sí se hace la 
inversión porque aumenta el capital y son las exigencias para estar en el mercado de valores importantes e 
interesantes, pero no hay contrapartida en cuanto a las condiciones de trabajo. 


Así que tenemos para discutir un paquete muy importante de condiciones políticas, económicas y de avance 
de la sociedad. 


Yo también tengo el compromiso, pero no tengo que reiterarlo permanentemente porque lo demostramos al 
avanzar en el reconocimiento a un mundo del trabajo que se ocultaba y parecía que no existía; entre ellos, los 
trabajadores rurales y el servicio doméstico, por las condiciones de trabajo que tienen, como la dispersión en 
pequeños grupos o, prácticamente, en unipersonales muy difíciles de controlar. En términos político- 
históricos de Gobierno, se ha avanzado en estos últimos seis años como no se ha hecho a lo largo de toda la 
historia del país. 


Nos parece interesante que los trabajadores vengan a su Casa. Les aseguro que están muy bien representados. 
Vamos a recoger este planteo que no hace más que recordarnos que es un deber que tenemos y que vamos a 
cumplir, y que lo peleamos todos los días. Eso hace que estemos haciendo lo que la gente nos pide que 
hagamos acá: pelear por defender las leyes que este Parlamento ha votado y contribuir al avance en el 
proceso cultural que es el más complejo de todos, que va más allá de las leyes. 


SEÑOR GROBA.- Nuestros invitados hicieron mención a un decreto de la dictadura, que preocupa. Quiero 
decirles que vamos a estar interesados en regularizar esa situación. Deseo que se vayan de aquí con la 
seguridad de que esa situación va a ser estudiada por esta Comisión. 


SEÑOR ARSUAGA.- Quiero denunciar la persecución sindical. Yo me siento tocado por esta situación. A 
veces, llega a la amenaza indirecta. Aunque parezca mentira, es así. Si uno reclama los derechos, no solo se le 
hace saber que puede perder el trabajo, sino que recibe amenazas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, vamos a enviar la versión taquigráfica de esta reunión al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Además, interpretando el sentir de la delegación y el espíritu de mis 
compañeros, vamos a invitarnos nosotros mismos y vamos a recorrer los tambos. Vamos a ir sin aviso, de 
visita, para conocer la situación y lo vamos a hace este mes. A su vez, el señor Diputado Olivera sugirió 
invitar a la Asociación Nacional de Productores de Leche. 


SEÑOR OLIVERA.- Propongo convocar a las gremiales y a las asociaciones de productores para que con su 
representación podamos hacer un intercambio de la situación y de los avances que se han logrado y los 
impedimentos que ven en este proceso. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Pido disculpar por llegar tarde pero estaba en una reunión con el PIT-CNT 
ya agendada con una semana de anticipación 


Este es un tema muy importante. Tuve la suerte de trabajar en ello durante cinco años. Inclusive, creamos un 
Departamento de Inspecciones Rurales y trabajábamos con los jeeps del Ejército, tratando de controlar el 
cumplimiento del estatuto del trabajador rural que necesita una modernización urgente, porque es algo que 
responde a una época totalmente caduca. 


Quizás podemos solicitar al Inspector General que venga a conversar porque debe haber algo funcionando y, 
al mismo tiempo, instalar una tripartita para mejorar las condiciones. Hoy hay inspectores viviendo en todos 
los departamentos del país. Siempre se trata de hacer los contralores cruzados, es decir que el inspector no 
controle el departamento en el que vive. Tendríamos que apuntar a ver esa metodología. Antes se armaban 
algunos operativos. Quizás convenga ir renovando cada tanto para ver cómo se va haciendo. 


Ayer estuve en un seminario del INEFOP, el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional. Creo 
que hay margen a fin de plantear algunas de estas cosas, dado que son los temas más de fondo para poder 


conversar. 


SEÑOR SIRE.- El señor Diputado Puig hablaba de poner vidrios a los baños. Yo digo: ¡Que haya baños! El 

80% o más de los tambos que envían leche a CONAPROLE, que están registrados y que tienen desde veinte 
a doscientas cincuenta vacas no tiene baño para los empleados. Tampoco hay un lugar para comer y lo tiene 

que hacer al lado de la bosta de la vaca. 


Yo trabajé en Punta del Este, en un local que abría enero y febrero. Hubo hasta ocho inspecciones del BPS. 
Pero para los tambos no hay inspecciones de trabajo, de bomberos, de salubridad. 


Además, una inspección no necesita camioneta, ni 4x4; simplemente, sigue al camión de CONAPROLE. Si 
el camión de CONAPROLE entra, puede hacerlo cualquier vehículo, como lo hago yo. 


¿Saben qué tambos tienen baño? Los que han tenido problemas gremiales. Después de echar al empleado, se 
ponen en regla. ¿Qué quiere decir esto? ¿Que cada empleado de tambo debe tener un lío, perder el trabajo 
para que el otro que viene atrás tenga lo que él pidió y que está en las leyes? 


SEÑORA PERDOMO.- Iba a decir lo mismo sobre el baño. 


Por ejemplo, voy a citar el caso de un señor, que trabajaba solo en el tambo, y le pagaban horas extras cuando 
trabajaba en el tractor. Si no era así, podía estar diez, doce o quince horas en el tambo, pero no cobraba 
ninguna hora extra. Él tampoco tenía baño; iba al de la casa. Pero cuando la gente no estaba o se iba de 
paseo, se quedaba sin baño. Además, le daban la leche porque tiene cuatro niñas, pero nunca le dieron carne. 
Cuando pedía y se ponía firme, le daban un cordero, pero después se lo descontaban del sueldo. Se le rompió 
la moto y no la pudo arreglar. Caminaba tres kilómetros de ida y luego de regreso. Ahora tuvo que dejar de 
trabajar, pero esa gente consiguió a otra persona. 


SEÑORA FLORES.- Nosotros, como trabajadores rurales, venimos a la Inspección General del Trabajo muy 
seguido, pero más de lo que deseamos. Nos hemos ofrecido para hacer las inspecciones en conjunto o que se 
nos prepare para hacer inspecciones. Pero sentimos impotencia porque nos mandan a un chiquilín de 
Montevideo con treinta años y no tiene la menor idea. Va con el librito y dice: "Tal cosa, 3.21". Le decimos: 
"Mirá la cadena de la vaca. Está herrumbrada y no calza. Me va a patear". Y responde: "Eso no está en el 
librito". 


Nosotros queremos colaborar y, al mismo tiempo, aprender; queremos estudiar. Nosotros sabemos de esos 
temas y podemos aportar bastante cuando va una inspección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a enviar la versión taquigráfica de todo lo expresado por la delegación al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Tal como decía mi colega el señor Diputado Iturralde Viñas, vamos 
a sugerir al señor Ministro que concurra acompañado por el Inspector General del Trabajo y Seguridad 
Social, doctor Juan Andrés Roballo. 


Asimismo, vamos a invitar a las diferentes asociaciones de productores. 


También nos comprometemos a visitarlos. Lo haremos en forma sorpresiva; empezaremos por estos 
establecimientos, pero seguramente en el camino nos encontraremos con otros. 


Seguiremos en contacto permanente con ustedes. Tengan la certeza de que la visita de hoy no será 
improductiva. 


SEÑORA FLORES.- Tal cual como lo dijo lo informaré cuando tengamos asamblea. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único del Tambo y Afines y de la Unión Nacional de 
Trabajadores Rurales Asalariados) 


(Ingresa a Sala el señor Ministro del Interior y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del 
Ministerio del Interior, encabezada por su Ministro, el señor Eduardo Bonomi, por el Director General de 
Secretaría, doctor Charles Carrera, y por los asesores, doctores Carlos Martínez y Eduardo Florio. 


Les pedimos disculpas por la espera. No es nuestro estilo hacer esperar a los invitados, pero recibimos a una 
delegación del interior profundo que lamentablemente se retrasó, y teníamos que escucharlos. Así como en 
los diarios aparece la frase "Espíritu Santo, perdón por la demora", nosotros decimos: "Señor Ministro y 
demás autoridades, perdón por la espera". Sean ustedes bienvenidos. 


Seguramente llegó al Ministerio la versión taquigráfica que recoge los planteamientos realizados por 
diferentes sindicatos policiales y que motivaron la invitación de esta Comisión al señor Ministro y sus 
asesores. 


Ustedes ya conocen nuestro mecanismo de trabajo. Una vez que escuchamos los reclamos de los diferentes 
gremios invitamos a la otra parte para recibir sus respuestas a los temas planteados. Posteriormente, si los 
compañeros Diputados entienden que es necesario ampliar algún tema harán las preguntas que correspondan. 


Les cedemos la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Simplemente voy a hacer una intervención muy general. Luego, el 
Director General de Secretaría y los doctores que junto con él han negociado con los sindicatos se extenderán 
más sobre este tema. 


Voy a referirme específicamente a las sanciones. Al respecto, establecimos un compromiso de palabra; no 
firmamos nada con los sindicatos, inclusive en reuniones que tuvimos antes de asumir el cargo, en el sentido 
de retirar del sistema de sanciones el arresto a rigor. El día que asumimos el cargo, en el discurso que 
realizamos en la Escuela Nacional de Policía, señalamos que esa era la línea acordada por todo el equipo. Ese 
equipo estaba integrado por policías, el Inspector Julio Guarteche y el Inspector General José Pedro Sesser, 
Subdirector General de Secretaría, con quienes compartimos el discurso. En esa oportunidad mencionamos 
que se iba a eliminar el arresto a rigor como una forma de sanción. Esto fue discutido por integrantes del 
Círculo Policial, que entendían que no debía hacerse esa modificación porque afectaría la disciplina y, por lo 
tanto, el funcionamiento de la Policía. 


Como ustedes saben, funcionó una Comisión multipartidaria de seguridad, integrada por los cuatro partidos 
con representación parlamentaria y por sus asesores. Entre ellos había policías retirados, que también 
sostenían que sería difícil mantener la disciplina. De todas maneras se eliminó el arresto a rigor como forma 
de sanción y se modificó lo establecido desde hacía más de cuarenta años en la Policía con respecto a las 
sanciones pecuniarias. 


Luego, con el transcurso del tiempo, a partir de que se empezó a aplicar este mecanismo, advertimos que 
efectivamente estaba bastante afectada la posibilidad de cumplir con las obligaciones. Y no nos pareció que 
esto sucediera por el retiro del arresto a rigor; no fue ese el motivo. Lo que ocurrió fue que como sanción se 
estableció que por cada día no trabajado se cobraba medio día y no se podía hacer el servicio 222, afectando 
el salario en aproximadamente un 75%. A partir de esto, se comenzó a dar la situación de que hasta se 
buscaba la sanción. Entonces, los funcionarios cobraban la mitad del salario y durante la sanción hacían 
trabajos afuera, compensando con creces la pérdida de salario. 


Entonces, volvimos a modificar el sistema de sanción. Mantuvimos el retiro del arresto a rigor, pero 
aplicamos nuevamente lo que había estado establecido desde hacía cuarenta años en la Policía. De manera 
que no fue una novedad; así funcionaba antes, lo modificamos durante un período, pero vimos que había 
problemas. 


Somos conscientes de que esto lleva a que paguen justos por pecadores, pero no tenemos mecanismos que 
permitan que pague el que realmente está abusando de una situación para provecho propio. De manera que 
estamos aplicando un sistema provisorio, mientras se modifica la Ley_ Orgánica Policial que establecerá un 
nuevo sistema. No solo los sindicatos, sino también policías que están en el equipo de conducción del 
Ministerio, plantean la posibilidad de aplicar el modelo chileno, que es un sistema de puntajes según el cual 
la acumulación de puntos negativos puede determinar la baja del funcionario. Con ese sistema sí se puede 
personalizar la infracción que se produce cuando el funcionario aprovecha el reglamento para obtener un 
beneficio personal. 


Esto es lo que puedo decir en general sobre las sanciones, que para nosotros es el tema más importante entre 
los planteados. 


Luego de esta introducción general, voy a ceder la palabra al doctor Carrera, que es quien ha negociado 
continuamente con los sindicatos policiales, más allá de lo que conversamos al principio de la gestión y aun 
antes de comenzarla, cuando hicimos un acuerdo general con respecto a las posibilidades en el Presupuesto, a 
las sanciones, que hemos cumplido estrictamente, si bien luego tuvimos que hacer modificaciones en función 
de no poder mantener el servicio. 


SEÑOR CARRERA.- Del análisis de la versión taquigráfica que recibimos surgen algunos temas sobre los 
que nos gustaría dar alguna explicación, tales como el nuevo régimen sancionatorio, para el cual se reclama 
un ámbito tripartito, el nuevo régimen del servicio 222 y la situación en el departamento de Rivera. 


En cuanto al régimen sancionatorio, se trata de un régimen transitorio hacia las nuevas disposiciones y 
consideramos que tiene sustento legal. Al respecto hicimos consultas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y en la Presidencia de la República. El artículo 59 de la Constitución, los artículos 29, 30 y 84 de la 
Ley Orgánica, el Decreto 500, en su artículo 25, inciso segundo, y artículo 28, literal G) del Decreto 644 de 
1971, constituyen el sustento legal de este régimen. 


Como al principio de la gestión hubo una definición en el sentido de no aplicar el arresto a rigor, debimos 
buscar otro régimen sancionatorio. Por eso, el año pasado extendimos el régimen de las multas a todos los 
funcionarios del escalafón L. Como dijo el señor Ministro, este régimen se venía aplicando desde hacía más 
de cuarenta años a los subescalafones de apoyo, a los policías que realizan tareas administrativas, tareas 
técnicas y los que participan del escalafón correspondiente a policías especializados. Planteamos que como se 
trataba de un cambio sustancial lo íbamos a aplicar en forma transitoria, durante un tiempo, hasta lograr 
aplicarlo en forma definitiva o no, según como funcionara. Pero durante ese tiempo se produjo una serie de 
abusos por parte de los funcionarios que determinó que tuviéramos que hacer ese cambio. Como decía el 
señor Ministro, pagan justos por pecadores. Lo cierto es que notamos que había muchas faltas a los servicios 
ordinarios. En este momento, con el nuevo régimen, hay entre 7% y 10% de faltas, lo que es razonable. Esos 
son los guarismos históricos que se manejaban en la Policía. Anteriormente a este último cambio llegó un 
momento en que teníamos problema para cubrir los servicios, porque estaba faltando el 40% o 50% de los 
policías convocados; realmente, a la hora de la operatividad, esto traía una serie de complicaciones. 


Con respecto al ámbito tripartito que se reclama, puedo informarles que nos reunimos en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social cada quince días. En representación del Ministerio del Interior concurren los 
doctores Florio y Rosenbaum y el Director General. En ese ámbito tripartito se tratan temas como los 
relativos a la salud ocupacional, al acoso, entre otros. También se nos ha planteado la necesidad de discutir 
una nueva Ley Orgánica. 


En cuanto a la salud ocupacional, tenemos un ámbito de trabajo tripartito que funciona muy bien en esa 
materia, en Sanidad Policial; nos preocupa muchísimo la salud de nuestros funcionarios. Allí no solo se 
trabaja sobre la salud ocupacional sino también sobre violencia doméstica. Lamentablemente, en este sector 
existe un índice muy elevado de denuncias de violencia doméstica. Reitero que ese ámbito está trabajando 
muy bien; se toman las recomendaciones, la comisión que trabaja en Sanidad las discute, define al respecto, y 
se hacen llegar al Ministerio que es un organismo jerarquizado y disciplinado, y el Ministro firma las 
resoluciones. 


También estamos trabajando en la mejora edilicia; especialmente, tenemos que adecuar nuestras unidades 
policiales, teniendo en cuenta que hoy hay muchas mujeres desempeñando tareas en la Policía. 


Como decía, en ese ámbito también se discuten las denuncias de acoso, tanto de hombres hacia mujeres, 
como de acoso moral. A partir de esa discusión, luego, desde el Ministerio se trata de sacar Órdenes al 
respecto. 


En esa comisión tripartita, de la que participan el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio del 
Interior y los representantes de los funcionarios, se tratan todos estos temas. Los trabajadores están 
representados por la USIP Unión de Sindicatos Policiales, que es el sindicato más representativo y cuenta con 
el aval del PP-CNT. 


En lo que respecta al nuevo régimen disciplinario, ellos hicieron una propuesta que estamos estudiando y 
vamos a darles una respuesta; es un tema de incumbencia legal. 


En cuanto a las denuncias con respecto al servicio 222, puedo decirles que a partir de la Ley de Presupuesto 
estamos haciendo un gran trabajo en el sentido de achicar y poner un poco de orden y racionalidad en este 
punto. Hay aumentos salariales que tienen como contrapartida la disminución del servicio 222. 


En la Ley de Presupuesto hemos definido ciertos servicios que se deben seguir cumpliendo porque tienen 
incumbencia en la seguridad pública, que son: seguridad bancaria, seguridad en los grandes centros 
comerciales, seguridad en la educación y seguridad en los espectáculos públicos. A partir de allí, debimos 
tomar ciertas medidas. 


Hemos dictado un nuevo régimen para el servicio 222. Antes se optaba por qué servicio usar, pero nosotros 
queremos tener una planificación y una gestión del servicio 222. En ese sentido, hemos definido que el 
servicio 222 sea voluntario en cuanto a su ingreso, pero que luego se torne obligatorio, porque nosotros 
firmaremos contratos de prestación de servicio con privados o públicos y el servicio se deberá seguir 
prestando. Si nos comprometemos a dar el servicio en un banco, este no se cumple y roban el banco, habrá 
responsabilidad del Estado. Por eso, se están dictando decretos, normativa y resoluciones en ese sentido, 
dándole un nuevo régimen. En este momento, estamos trabajando en un nuevo reglamento del servicio 222 
para llevarlo a una nueva gestión. 


Lo que pasó en Piriápolis este año fue que algunos policías hicieron paro. En ese caso, se cubrió el servicio 
con otros funcionarios porque hubo incumplimiento de las obligaciones asumidas, lo que está establecido en 
el Reglamento. 


Se planteó que en Rivera había persecución de la Jefatura hacia mujeres. Eso no es cierto. Allí se brinda 
servicio a las Minas de Corrales, lo cual es una oportunidad muy interesante para la Policía porque se paga 
muchísimo más. El contratante dijo que no quería que las mujeres prestaran el Servicio 222 porque no tenía 
la infraestructura necesaria. Es un servicio que se presta las veinticuatro horas y controlan el oro. Hemos 
hablado con el Jefe y, en realidad, las mujeres pueden cubrir otros servicios, pero no han optado por ellos, 
sino que quieren ir a las minas. Pero si el contratante no quiere, no lo podemos imponer. Ese es el problema. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero agregar algo con respecto al servicio 222. 


En general, el servicio 222 está incluido en la Ley de Presupuesto. Hubo un aumento importante de salarios 
vinculado con este servicio; inclusive, fue conversado con el sindicato más representativo, antes de elaborar 
el proyecto de presupuesto, cómo iba a ser el aumento y que iba a significar un retiro de horas. El aumento 
que hubo, que fue muy importante, estuvo atado a la posibilidad de hacer 150 horas y no 200 horas, como se 
hacía antes. Además, los que podían hacer 200 horas eran los que ingresaron a la Policía antes de 2005; los 
que entraron después del año 2005 solo podían hacer 120 horas. Ahora todos pueden hacer 150 horas y el 
próximo año se producirá un aumento, bajando a 120 horas el servicio 222. Cuando se empezó a aplicar esto, 
hubo una resistencia muy fuerte, diciendo que se bajaba el sueldo a la Policía y que esta dependía del servicio 
222 para vivir. No obstante, la realidad indica que con 150 horas y con el aumento que hubo, los policías que 
se anotan para realizar el servicio 222 no alcanzan para cubrir los servicios. O sea que no todos los policías 
cubrían el servicio 222. Según la planilla, los que hacían 200 horas eran dos mil policías, que no siempre se 
anotaban. Además, nosotros tenemos dudas de si se trata de servicios prestados o anotados. Entonces, ahora 
hay una imposibilidad de hacer más de 150 horas. 


Por otra parte, hay un sistema informático que no registra el exceso de esas 150 horas, pero se hace un 
control muchísimo más fuerte respecto a quién hace el servicio 222, cómo y cuándo. Entonces, se ha 
corregido no solo lo que indica el Presupuesto, sino el abuso. 


Insisto: no alcanzan los Policías que se anotan en el servicio 222 para cubrir el servicio. Cuando se estudió el 
presupuesto, se cobraban $ 53 por hora de servicio 222; en la actualidad, algunos servicios se cobran más de 
$ 60 la hora y otros los que más se hacen, $ 90 la hora. Quiere decir que 150 horas de servicio 222, con esos 
sueldos del sistema financiero fundamentalmente, se cobran más que 200 horas con el precio anterior. Sin 
embargo, se dijo que era una rebaja salarial. Se maneja en estos términos este asunto, pero para nosotros no 
es real. 


Inclusive, estamos desarrollando el sistema de eventuales. El Banco de la República ya contrató a los 
primeros cien eventuales, que están en proceso de capacitación, y ya está pensando en contratar más 
eventuales. Asimismo, estamos hablando con las áreas de educación, de salud y la Intendencia para realizar 


contratos de eventuales, que trabajarían en el lugar del servicio 222. Creo que como una iniciativa del 
Senado, en el Presupuesto Nacional se planteó extender el servicio de eventuales de las empresas del Estado 
a las Intendencias. Entonces, en este momento, las Intendencias están en condiciones de contratar eventuales. 


Los eventuales son civiles contratados por una empresa, a los que la Policía capacita como policías, les da un 
uniforme de policía y los arma como tales; tendrán estado policial y responderán a la Policía mientras cubran 
el servicio para el que fueron contratados. Es policía mientras es contratado; deja de ser contratado, pierde el 
estado policial hasta que sea contratado nuevamente. Además, podrá llenar vacantes de la Policía. 


Estamos recorriendo ese camino porque no hay policías suficientes para hacer el servicio 222. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mandé buscar las Actas de nuestra visita a Rivera porque en esa oportunidad un 
funcionario policial nos planteó que se sentía perseguido. No obstante, nos remitiremos al tema que nos 
ocupa hoy. 


SEÑOR PUIG.- Agradezco la presencia del señor Ministro del Interior y de la delegación en general. 


Voy a hacer tres o cuatro referencias en lo que respecta la comparecencia de la CONASIP en la Comisión y 
también haré mención a lo que planteó una delegación de AFASSE no sé si les enviaron la versión 
taquigráfica de esa reunión; simplemente les dejo este último planteo, no para que profundicen en el tema, 
pero sí para ponerlos en conocimiento, porque creo que hubo una omisión por parte de la Comisión al no 
informar al Ministerio al respecto ya que, en todo caso, solo necesitábamos recabar algunos datos. 


La delegación de AFASSE se refirió a un convenio entre el Ministerio del Interior y ASSE con relación a las 
guardias médicas y de enfermería en los establecimientos carcelarios. Expresaron que esto se empezó a 
cumplir en el COMCAR en el año 2008 y que existen dificultades en cuanto a la cobertura de médicos 
durante todo el horario, cubriéndose las guardias por enfermeros que no pueden tomar resolución desde el 
punto de vista técnico porque requieren el aval y la capacidad de un médico para hacerlo. También dijeron 
que en la mayoría de las guardias no hay médicos de carácter permanente en los establecimientos carcelarios. 
Ese es un planteo que hicieron los funcionarios de ASSE. Queremos consultar si, efectivamente, eso ha sido 
así, si ha habido alguna valoración al respecto y si se está cubriendo con médicos la cantidad de horas 
necesarias. 


Por otra parte, con respecto a la visita de la delegación de CONASIP, la primera referencia que hizo la 
delegación sindical de los policías tenía que ver con el reconocimiento de un aspecto del cambio del sistema 
disciplinario, que es el de derogar el régimen de privación de libertad. Señalaron esto como un aspecto 
sumamente importante. 


Al mismo tiempo, se hizo alguna referencia al régimen sancionatorio. Se expresó que se está sancionando a 
funcionarios policiales, con pérdida de salario, de uno a treinta días, lo que está bien según manifestó la 
delegación, pero que en ese período se los obliga a trabajar. 


Otro aspecto que se planteó tiene que ver con decisiones sindicales que se habrían tomado en Piriápolis. 
Según planteó la delegación, por un lado se reconocen los derechos sindicales, pero, por otro, se aplica una 
sanción masiva a los policías que acataron la medida sindical, privándolos de hacer el servicio 222 por varios 
meses. Entienden que en la medida en que fue una resolución sindical, no correspondería la sanción a los 
trabajadores. 


También hicieron mención a la necesidad de una nueva ley orgánica nacional que refleje el avance de una 
policía concebida para un sistema democrático, una policía democrática en definitiva, aspecto en el que creo 
que se está avanzando. La Ley Orgánica Policial tiene reminiscencias de la época de predictadura y de la 
dictadura como tal. 


O sea que plantearon preocupación en cuanto al régimen sancionatorio. 


Por último, quiero preguntar sobre un aspecto que no está en el planteo que hicieron los sindicatos policiales, 
pero sí fue una versión de prensa. Me refiero a si efectivamente hubo una sanción a un policía en el 
departamento de Durazno por parte de la cúpula policial por saludar a otro funcionario con un beso en la 
mejilla, según se establece en los medios de prensa. Si esto es así, considero que sería sumamente 


preocupante porque se daría un mensaje bastante contrario a aspectos sobre los cuales el Ministerio del 
Interior y este Gobierno han querido avanzar. 


En resumen, esas son las preocupaciones que queríamos manifestar. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Olivera) 


SEÑOR CARRERA.- En cuanto a la interrogante planteada por AFASSE, es cierto que en el año 2008 se 
firmó un convenio entre el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio del Interior a los efectos de que el 
Ministerio de Salud Pública se hiciera cargo de la salud de las personas privadas de libertad. En principio, se 
comenzó a aplicar en el COMCAR, creándose una división en el Ministerio de Salud Pública denominada 
Centro de Atención de las Personas Privadas de Libertad, comúnmente llamada PPL. 


Con la nueva Ley de Presupuesto, una de las metas que nos propusimos y en la que trabajamos con los 
compañeros de ASSE era que de la salud de las personas privadas de libertad se haría cargo ASSE, porque es 
lo que corresponde. Desde el punto de vista de la asistencia sanitaria no es correcto que el Ministerio del 
Interior se haga cargo de ello, así como tampoco lo es desde el punto de vista de las políticas, porque el 
Ministerio del Interior se debe encargar de las políticas de seguridad. 


Se dio un presupuesto muy importante a ASSE a efectos de que se haga cargo de la atención sanitaria de las 
personas privadas de libertad y tiene una planificación para hacerlo. 


Por ejemplo, en el COMCAR esto funciona muy bien, y a nosotros nos soluciona un montón de problemas. 
La información que tenemos es que siempre hay médicos de guardia allí. Hay una policlínica y odontología, 
y siempre hay médicos de guardia allí. Los médicos que trabajan allí cobran una remuneración mayor porque 
se considera que es un trabajo insalubre. 


Nosotros estamos trabajando con ASSE. Por ejemplo, en sesenta días, ASSE se hará cargo de la salud de los 
presos del Penal de Libertad y así ocurrirá, por lo menos, en las cárceles más importantes. Ya se hicieron 
cargo del CNR, que será un centro de atención de las reclusas del área metropolitana; se están haciendo cargo 
de la atención de las mujeres privadas de libertad que están en la Cárcel Cabildo. Después, se seguirá con 
Maldonado y Rivera. También se hicieron cargo de la atención de salud de los presos de la cárcel de Punta de 
Rieles. Sé que en el COMCAR hay médicos las veinticuatro horas del día; no sabría decir en otros lugares. 
Por ejemplo, en Punta de Rieles hay una policlínica; no están durante las veinticuatro horas. Por el trabajo 
que hicimos en conjunto puedo decir que en el Penal de Libertad habrá médico durante las veinticuatro horas 
y se contará con un equipo médico muy importante. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Queremos sacar a todos los médicos que había en las cárceles y 
hacer que vuelvan al Hospital Policial; no queremos que se hagan cargo de la salud en las cárceles. 


Ha habido dificultades. No responsabilizo a nadie, pero a un preso se le vendía el "Diazepam" a $ 100. No 
digo quién, pero para que el preso accediera al "Diazepam" debía pagar $ 100. De esa forma no se puede 
atender la salud; genera posibilidades de corrupción muy grandes. Entonces, había que cortar por lo sano. 
Para ello, se debía hacer cargo de la salud el organismo que corresponde. 


En el COMCAR esto funcionó muy bien; fue un salto importante lo que había antes y lo que hay ahora, y 
puede mejorar más. Tenemos como objetivo, para este período no sé si lo podremos lograr, un hospital 
penitenciario; hacia eso vamos. No obstante, reitero que el organismo que se va a ocupar de la salud será 
ASSE. 


ASSE ya creó un grupo para atender la salud de los reclusos que funciona en el Hospital Saint Bois. Hemos 
seguido negociando para que paulatinamente se haga cargo de todas las cárceles. Cuando se haga cargo de 
todas las cárceles, todos los médicos que estaban en el Sistema Nacional de Cárceles o en las cárceles 
departamentales, pasarán a cumplir funciones en el Hospital Policial. Ese es el objetivo que tenemos 
planteado. 


SEÑOR CARRERA. El nuevo régimen disciplinario establece una multa pecuniaria y la obligación de 
concurrir a trabajar. Es así el régimen legal previsto; esto sí es correcto. Nosotros consideramos que es 
constitucional porque la Constitución establece que los funcionarios policiales, militares y del servicio 


exterior están sometidos a régimen especial. Como ya dije está establecido así en la Ley Orgánica Policial y 
en los decretos que cité. Ese régimen se aplicó durante más de cuarenta años a los subescalafones de apoyo; 
cuando nosotros derogamos el sistema de arresto a rigor, lo extendimos a todos a través del decreto que se 
dictó el año pasado. Además de considerarlo legal, consideramos que es transitorio, hasta que se comience a 
aplicar el nuevo régimen disciplinario que debe estar en la Ley Orgánica Policial. 


En cuanto a la situación de los policías de Piriápolis nosotros no tomamos ninguna resolución. Podemos 
hablar muchísimo acerca de la situación del servicio 222 y de las irregularidades que hemos constatado. El 
policía debe cumplir un horario de ocho horas, pero hemos constatado que muchas veces el servicio ordinario 
que se presta a toda la colectividad se hacía a través de servicios extraordinarios y se cobraba doble. Debido a 
eso nos hemos enfrentado a situaciones complejas como, por ejemplo, en Maldonado, donde se convocó a un 
paro y se hizo un paro del servicio 222. No hicieron el servicio ordinario sino el servicio 222. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El paro no lo realizó toda la Policía; simplemente fueron nueve 
policías los que lo llevaron a cabo. 


SEÑOR CARRERA.- El servicio 222 se lleva a cabo a través de un contrato que el Ministerio del Interior 
hace con un privado o un público, y nosotros contraemos una serie de obligaciones. En las oficinas 
departamentales del servicio 222 existe una lista en la que se inscriben los policías. Si no concurren a cumplir 
la tarea, se da ese servicio a otra persona. Y eso fue lo que ocurrió. Ellos creen que el servicio 222 es 
voluntario, pero no es así. Si bien el ingreso a ese sistema es voluntario el policía decide si quiere inscribirse 
para realizar esa tarea, luego la tarea es obligatoria. Hay una serie de derechos y obligaciones, y nosotros 
debemos cumplir con ese servicio. Como en el caso que mencioné del banco: si se comete una rapiña o un 
delito, se nos puede hacer un juicio. 


Nosotros somos muy respetuosos de los derechos de los funcionarios policiales. Ellos tienen derecho a 
sindicalización, pero debemos tener en cuenta que este es un servicio esencial. Hay normas de la OIT que 
establecen que no tienen derecho a huelga, y de esa manera lo interpretamos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La OIT tiene dos o tres posiciones en cuanto a la sindicalización de 
los policías. Una de ellas establece que no se pueden sindicalizar, otra que sí se pueden sindicalizar, pero no 
realizar paros. En Estados Unidos y Europa existen sindicatos policiales. Si bien existen sindicatos de 
policías ejecutivos, en su mayoría son sindicatos de policías administrativos. En la OIT no está contemplado 
el paro de los policías. En el librito en el que se establecen los servicios esenciales, uno de los que encabeza 
la lista, es el que presta la policía. Cuando se admite el paro, es el paro de los apoyos y de los administrativos, 
pero no de los ejecutivos. Nosotros hemos discutido esto con los sindicatos y sus integrantes admiten esta 
situación. 


Lo que sucedió en Maldonado es que como se entiende que no es obligatorio sino voluntario, se puede hacer 
el paro. Pero nosotros entendemos que si bien la inscripción es voluntaria, una vez que se tiene la lista de los 
funcionarios que desean hacer el servicio, se coordinan los destinos y, luego, se convierte en una tarea 
obligatoria. De lo contrario no podríamos cumplir con quienes contratan el servicio 222. Esto ya lo hemos 
planteado en todos lados. 


La irregularidad es peor. Nosotros debemos partir de la realidad y no de situaciones teóricas. 


Voy a poner un ejemplo. Un día constatamos que se habían destinado diez policías a cubrir el trabajo que 
realizan en los talleres los presos de COMCAR; ese día solo tres concurrieron, ya que siete fueron a hacer el 
servicio 222. Cobraron por el servicio que no hacían y también por el 222. El funcionamiento del sistema está 
absolutamente corrompido y no queremos el servicio 222. Ese es uno de los acuerdos multipartidarios a los 
que hemos llegado. Con lo que está previsto en el presupuesto vamos a llegar hasta las cincuenta horas. Este 
Gobierno se va con la posibilidad de cincuenta horas de 222, pero con el acuerdo de que el próximo Gobierno 
del color que sea las retire, en una o dos instancias, sustituyéndolas por el salario correspondiente y algo más. 
Esta es la situación y nos crea problemas de todo tipo. Cuando esto se expresa en términos abstractos, no 
demuestra la verdadera situación a la que nos enfrentamos. Se sustituyó a quienes debían cumplir con el 
servicio 222; luego podrán hacerlo nuevamente. Cuando se retoma el servicio, fue cumplido por quienes 
sustituyeron a quienes no lo hicieron. 


SEÑOR CARRERA.- El año pasado ya comunicamos nuestro criterio en cuanto al servicio 222 respecto a 
que es voluntario el ingreso, pero después es obligatorio cumplir la función. Digo esto porque el año pasado 
hicieron amagues de realizar paros en el servicio 222 que se cumplen, por ejemplo, en el fútbol. 


Nosotros estamos trabajando para que haya un cambio de gestión con los recursos humanos y que exista 
muchísimo más compromiso. Por ese motivo planteamos los compromisos de gestión en la ley_de 
presupuesto. Para muchas personas puede resultar una ilusión tener relojes biométricos y que realmente haya 
presentismo. Se trata de un sistema de información para comprobar que ese funcionario policial realmente 
haya ido a la seccional. Parece mentira que en 2011 tengamos que estar pensando en esto, pero es el 
compromiso que asumimos. Instalamos quinientos relojes biométricos para que haya un control. Es muy 
grande el esfuerzo que está haciendo la sociedad uruguaya. Hoy en día un policía gana $ 16.200. 


Quiero que conozcan el trabajo que estamos realizando 


Este año terminaremos de instalar el SISCONVE. Asimismo, se harán compromisos institucionales para 
lograr una mejor gestión de los recursos para que haya mayor cuidado de los vehículos, de las prendas. Nos 
cuesta muchísimo a todos nosotros comprar buenos chalecos y uniformes. Este es el comienzo; estamos 
dando los pasos para llegar a concretar nuestra aspiración, que es lograr una gestión por resultados. En la 
medida en que vayan pasando los años, irán aumentando los compromisos. Quería aclarar esto porque es lo 
que duele. También han criticado la instalación de los relojes biométricos y el trabajo por ocho horas. En las 
clases de derecho laboral, desde el año 1905, se dice que son ocho horas para trabajar, ocho para descansar y 
ocho para vivir en familia. Esta es una reivindicación histórica. Antes el régimen de trabajo era de doce por 
treinta y seis y, ahora, pasó de ocho a dieciséis horas, es decir, a trabajar ocho horas diarias. Con esa 
modificación ganamos trescientos cincuenta policías para trabajar preservando la seguridad pública. No 
sucedió lo que dice la prensa en cuanto a que perdieron el servicio 222. 


En Canelones tenemos el problema del traslado de muchos policías que son del santoral. A través de una 
donación de China que recibimos, quedaron a disposición de la Jefatura tres ómnibus. Se pusieron líneas de 
ómnibus para trasladar a los policías a las seccionales policiales. El Jefe de Policía habló con las empresas de 
ómnibus y se aumentó a diez el cupo de policías que pueden ir en el ómnibus. En realidad eran treinta los 
policías que tenían problemas con el 222, y se dispuso el traslado para cubrir otros servicios. Quiero que 
aprecien el cambio que significó la modificación del régimen de trabajo que nos permitió ganar trescientos 
cincuenta policías. 


SEÑOR MINSTRO DEL INTERIOR.- A efectos de mejorar la disciplina, en Durazno, el Director de 
Seguridad tomó una serie de disposiciones, entre las cuales estaba la prohibición de saludarse con un beso 
entre policías de cualquier sexo. Esto no se establece en la ley ni en ningún reglamento; no está en ningún 
lado. Si bien hace aproximadamente dos meses que se aplicaba, nosotros recién nos enteramos. Se sancionó a 
los policías con dos días de multa que creo son aproximadamente $ 800. 


Nosotros expresamos que esta costumbre estaba admitida en la sociedad uruguaya y que nos parecía absurdo 
sancionar por algo que es aceptado por todos. Ya quedó sin efecto la sanción y la disposición. No se dejó sin 
efecto antes, cuando se planteó la disposición porque, de hecho, la situación no se había dado. 


SEÑOR OLIVERA.- Considero que estas situaciones han sido aclaradas, sin dejar de reconocer la 
complejidad que tiene todo el tema. 


Nosotros asistimos a la conversación que mencionaba el doctor Carrera con el Jefe de Policía de Canelones y 
también nos reunimos con la organización sindical. Lograr una mejor seguridad que es el objetivo central de 
todos los cambios presenta complejidades desde el punto de vista laboral y funcional, sobre todo, teniendo en 
cuenta las carencias que todos somos conscientes que existen. Aun no resulta atractivo ingresar a la Policía a 
pesar de las mejoras salariales que ha habido. 


Como Comisión nos interesa colaborar para sortear las complejidades que se presenten para cambiar un 
sistema de trabajo que la sociedad merece que se modifique. Además, debido a la connotación política que ha 
tomado el tema, amerita que se den señales claras en cuanto al mejoramiento de la calidad del servicio así 
como también el mensaje que se debe dar a la población. 


Cuando se está involucrado en el sistema particularmente los agentes policiales cuesta aceptar los cambios 
que estamos implementando entre todos. 


Quiero transmitir que todos los Diputados de Canelones, de todos los partidos, entendimos claramente el 
nuevo sistema y nos pusimos a disposición del Jefe de Policía en esa instancia para tratar de allanar todo tipo 
de conflicto y colaborar en la gestión con las empresas pusimos nuestro granito de arena para descomprimir 
el tema de la cantidad de policías que podían viajar en el transporte colectivo. 


Creo que todos estamos embarcados en este proceso. Necesitamos fortalecer el diálogo y la comprensión para 
que no haya una deformación del planteo cuando se involucran aspectos salariales, que son muy sentidos 
para la gente, más allá del lugar donde trabaje. Cuando se trata del salario hay una reacción espontánea de la 
gente por defender ese tipo de situaciones. Nosotros debemos conversar mucho más sobre estas cosas y 
transmitírselas a la población. 


De todos modos, pienso que quedan muchísmas cosas para corregir porque seguimos viendo que hay 
irregularidades en el servicio 222 a pesar de que se pretende regularizar. 


Voy a mencionar una situación que es un ejemplo. En una localidad muy pequeña de Canelones, en la que 
hay muy pocos agentes policiales, dos de ellos cumplen el servicio 222 en un pequeñísmo local de cobranzas 
de UTE. Inclusive hacen custodia en la noche. Son dos agentes que hacen el servicio 222 cuando, a veces, en 
la localidad hay un solo policía de servicio. No es necesario más porque la localidad no lo amerita, pero 
tenemos esas dualidades de servicios que la gente ve. Si bien no es un costo para el Estado porque lo paga el 
contratante, sí es el retiro de un agente que la población valora mucho más en el servicio a la comunidad que 
en el interior de un local cerrado, de noche. 


Creo que esto hace a ese proceso que entre todos debemos corregir, porque es de recibo mantener una 
conversación con la institución que lo contrata, quizás de manera innecesaria, pero que lo mantiene porque lo 
hizo históricamente y está asignado el recurso. Así que pienso que debemos trabajar mucho más en algunos 
de los temas, a pesar de la complejidad que tienen. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me parece que lo más urgente dentro de los cambios que se van a procesar 
en la ley policial sería el tema de los descuentos salariales. Percibo esta cosa como algo muy demodé. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Lo que pasa es que cuando hagamos el cambio, va todo en conjunto, 
porque no podemos cambiar una parte y otra no. Es un proyecto de ley que, después de aprobado, abarca eso 
y todo lo demás. 


Personalmente, el sistema de puntos me convence. Pero cuidado que eso puede terminar con la baja. 
Entonces, cuando termina con la baja, aparecen otros problemas. Sin embargo, creo que es el más adecuado 
porque castiga al que se porta mal, y no porque algunos se porten mal, castiga a todos. Le van descontando 
puntos a uno y no al conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muchísimo vuestra presencia. Pedimos nuevamente disculpas por la 
espera. Nos sentimos hasta avergonzados de que ello haya ocurrido. 


Voy a hacer entrega de un memorándum sobre lo que se nos planteó en el viaje a Rivera. 
(Diálogos) 


——— Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


